
 

 

 
HECHOS Y CIFRAS 

 
 Estimaciones de UNICEF (Información Estratégica, Nueva York, 2004) indican que 

aproximadamente 1 de cada 6 de los niños menores de 5 años en América Latina y el Caribe 
(18%) no ha sido registrado.  

 
 2 de los 11 millones de nacimientos anuales en la región quedan sin registro. Las poblaciones 

indígenas y afrodescendientes son las más afectadas por este fenómeno.  
 
 Los promedios nacionales de registro ocultan disparidades tanto al interior de los países como 

entre éstos.  
 
 Chile, Cuba y Guyana han demostrado un acercamiento a la meta del registro universal.  

 
 Varios países tienen todavía gran cantidad de niños y niñas sin certificado de nacimiento, por 

ejemplo: Paraguay (36%), Haití (30%), República Dominicana (25%), Brasil (24%), Nicaragua 
(19%) y Bolivia (18%).  

 
 La falta de registro de los nacimientos es consistentemente mayor en las áreas rurales. En 

Haití 35% de los niños del área rural no han sido registrados, en contraste con un 22% en el 
área urbana. 

 
 En República Dominicana, las cifras de no-registro son de 34% para el área rural y 18% para 

los niños del área urbana. 
 
 Una de las principales causas de negación del derecho a la identidad en las Américas es la 

discriminación por la condición de los padres, en particular cuando éstos no tienen 
documentos de identidad. 

 
 A menudo se viola el derecho a la identidad en zonas fronterizas, con hijos de inmigrantes 

laborales o de personas buscando asilo. 
 
 También se viola el derecho a la identidad cuando no se permite a la población indígena 

inscribir a sus hijos con los nombres tradicionales en la lengua de origen y se les imponen 
nombres ajenos a su cultura.  

 
 Entre las causas que explican la negación del derecho a la identidad están las trabas 

burocráticas, la complejidad de los trámites, la lejanía de las oficinas de registro para los 
pobladores de las áreas dispersas y rurales. De esta manera se reproduce la exclusión social 
y  la violación de derechos humanos. Igualmente, al no existir datos poblacionales exactos, se 
dificultan la implementación de políticas públicas y la asignación presupuestaria adecuada, 
tanto en el nivel nacional, como en el nivel municipal. 

 


